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sólo es un dato más de la existencia del grupo empre-
sarial pero no de responsabilidad solidaria de todas ellas»
y la del Tribunal Superior de Justicia declare que «nos
encontramos ante un grupo de empresas que gira bajo
la denominación de Ulloa Óptico, nombre comercial por
cuya utilización la mercantil demandada abona un canon
a su titular, no existe en autos aval probatorio suficiente,
ni se adicionan por la recurrente, datos fácticos que que-
pa inferir que, respecto del actor, ha existido grupo
empresarial a efectos laborales».

Como puede comprobarse, los razonamientos judi-
ciales únicamente toman en consideración, para denegar
la existencia del grupo, la prueba admitida en relación
con el canon que se pagaba, pero al negársele la posi-
bilidad de demostrar una posible transferencia de activos
a una empresa que no se ha fusionado (al menos según
consta en el hecho probado 5), lo cierto es que puede
razonablemente afirmarse que el resultado de la reso-
lución hubiera podido modificarse si se hubiera dado
la posibilidad de demostrar al demandante que las fac-
turas solicitadas de Trefen, S.A., podían ser indicativas,
o no, de un trasvase habidas las circunstancias con-
currentes de subrogación antes citadas y del recono-
cimiento empresarial de que Trefen, S.A., constituye una
empresa independiente.

6. En definitiva, como indica el Ministerio Fiscal, la
conclusión a la que se llega de lo obrante en las actua-
ciones judiciales es que la justificación ofrecida en sus
resoluciones parece escasamente sólida, por cuanto, tal
y como se afirma de forma coincidente en la Sentencia
de instancia y de suplicación, concurren elementos pro-
batorios que hacen considerar la inexistencia de una
contabilidad común de las empresas que pudiera reflejar
una situación no real de aquélla para la que prestaba
servicios el ahora recurrente. Pero, sin embargo, cuando
se ofrecen por el actor otros medios de prueba com-
plementarios de los anteriores y que podrían confirmar,
o contradecir en su caso, la conclusión de las citadas
Sentencias, los órganos judiciales niegan la posibilidad
de su acreditación y, precisamente, ofrecen como razón
para desestimar la existencia de un grupo de empresas
y mantener la existencia de crisis empresarial la de que
ello no se ha acreditado.

Es decir, por una parte se impide la probanza de esa
alegada trabazón empresarial, y la inexistencia de crisis
y, por otra, cuando se proponen medios de prueba -de
muy fácil análisis y valoración-, se rechazan por estimarse
improcedentes, siendo que la práctica de las pruebas
inadmitidas podría arrojar luz sobre la realidad de la situa-
ción patrimonial de la empresa demandada, pues en el
caso de que éstas confirmaran las alegaciones del actor,
las mismas resultarían absolutamente relevantes para
la decisión del proceso, pudiendo llegar los órganos judi-
ciales a una conclusión contraria de la inicialmente adop-
tada y en la que pudiera afirmarse la ausencia de causas
objetivas como razón justificadora del despido del
trabajador.

Sin que esta conclusión se desvirtúe, por otro lado,
por las alegaciones que realiza la empresa ante este
Tribunal relativas a un supuesto telegrama enviado a
la parte demandante del amparo poniendo a disposición
la documentación necesaria en la empresa y cuya falta
de ejercicio concreto es imputable a la parte; a que se
puso la documentación a disposición del perito de parte
por lo que las pruebas controvertidas ya estarían inclui-
das en su pericial; o a que ya existen Sentencias de
otros Tribunales en las que se afirma la inexistencia de
grupo empresarial en un sentido laboral.

Y ello porque, ni se acierta a comprobar la existencia
de telegrama alguno en ese sentido en las actuaciones
recibidas (que, en todo caso, correspondía a la empresa
demostrar fehacientemente), ni, aunque así fuera, la

puesta a disposición de la parte y del perito de parte
de la documentación lo sería únicamente respecto a la
admitida, pero no en relación con la ahora controvertida
y que constituye el objeto del presente recurso de ampa-
ro. Pero tampoco es relevante para el objeto de este
recurso de amparo el pronunciamiento de otros Tribu-
nales en relación a la inexistencia o existencia de grupo
empresarial con relevancia laboral pues, con indepen-
dencia de que ello debiera ser alegado en el juicio como
cosa juzgada (que habrían de examinar los órganos judi-
ciales y verificar si reúne o no los requisitos exigidos
por tal institución), lo cierto es que cada pleito y el fallo
del mismo es resultado de la concreta actividad pro-
batoria practicada en el proceso y que, en lo que aquí
nos atañe, lo que se cuestiona es si se vulneró o no
el derecho a la prueba decisiva del art. 24.2 CE, siendo
un problema extramuros de éste la repercusión final que
pueda tener la alegación empresarial en un próximo
proceso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Florentino Zapa-
ta Rodrigo y, en consecuencia:

1.o Declarar que se ha vulnerado al demandante
de amparo su derecho a la utilización de los medios
de prueba pertinentes (art. 24.2 CE).

2.o Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad de las Sentencias de fechas 25 de abril y 27
de diciembre de 2002 dictadas, respectivamente, por
el Juzgado de lo Social núm. 15 Madrid y la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
así como del Auto dictado por este último de fecha l2
de febrero de 2002, retrotrayendo las actuaciones al
momento procesal oportuno, a fin de que el citado Juz-
gado se pronuncie sobre la solicitud de la prueba
efectuada.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de julio de dos mil cua-
tro.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Vicente Conde Martín
de Hijas.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Ra-
món Rodríguez Arribas.—Pascual Sala Sánchez.—Firma-
do y rubricado.

14860 Sala Segunda. Sentencia 122/2004, de 12
de julio. Recurso de amparo 284-2004. Pro-
movido por doña Isabel Carrillo Carrillo y otra
frente al Auto de un Juzgado de Instrucción
de Badalona que denegó la incoación de un
habeas corpus en relación con su detención
por un supuesto delito contra la salud pública.

Vulneración del derecho a la libertad personal:
inadmisión a trámite de una petición de habeas
corpus por razones de fondo (STC 86/1996).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente,
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez
Vera, don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez
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Arribas y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 284-2004, promovido
por doña Isabel Carrillo Carrillo y doña Jessica Blázquez
López, representadas por el Procurador de los Tribunales
don Argimiro Vázquez Guillén y asistidas por el Letrado
don José Rofes Mendiolagaray, contra el Auto del Juz-
gado de Instrucción núm. 3 de Badalona, de 19 de
diciembre de 2003, que denegó la solicitud de incoación
del procedimiento de habeas corpus en diligencias pre-
vias núm. 5265-2003. Ha comparecido y formulado ale-
gaciones el Ministerio Fiscal. Ha actuado como Ponente
el Magistrado don Vicente Conde Martín de Hijas, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 15 de enero de 2004, don
Argimiro Vázquez Guillén, Procurador de los Tribunales,
en nombre y representación de doña Isabel Carrillo Carri-
llo y de doña Jessica Blázquez López, interpuso recurso
de amparo contra la resolución judicial a la que se ha
hecho mención en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. En la demanda de amparo se recoge la relación
de antecedentes fácticos que a continuación sucinta-
mente se extracta:

a) Las ahora demandantes de amparo fueron dete-
nidas el día 18 de diciembre de 2003 a las 17:15 horas
en el marco de las diligencias policiales núm.
209109-2003 de la comisaría de los Mossos d’Esquadra
de Sant Adrià de Besòs.

b) El mismo día 18 de diciembre de 2003 la familia
de las detenidas les designó como Letrado a don José
Rofes Mendiolagaray, Abogado del Ilustre Colegio de
Abogados de Barcelona, quien se hizo cargo de la asis-
tencia letrada de las recurrentes en amparo.

c) El referido Letrado la tarde del día 18 de diciem-
bre de 2003 telefoneó a la comisaría de los Mossos
d’Esquadra de Sant Adrià de Besòs, indicándole el ins-
tructor de las diligencias policiales (TIP 3147) que la
declaración de las detenidas tendría lugar el día 19 de
diciembre de 2003, a las 9 horas, a pesar de la insistencia
del Letrado en practicar esa diligencia la misma tarde
o noche del día 18 de diciembre.

d) Ante la situación descrita el Letrado de las
demandantes de amparo se dirigió al Juzgado de Ins-
trucción de Badalona en funciones de guardia sobre las
21:30 horas, encontrándolo cerrado y siendo informado
de que en la comisaría de los Mossos d’Esquadra de
Badalona tenían el número de teléfono para localizar
al personal del Juzgado. Telefoneó a la mencionada comi-
saría solicitando que le fuera facilitado el número de
teléfono para contactar con el personal del Juzgado,
comunicándole los agentes que no podían darle esa infor-
mación y pidiéndole que se personara en dependencias
policiales. Una vez personado en las mismas, el Letrado
manifestó su voluntad de presentar en el Juzgado de
guardia solicitud de habeas corpus, indicándosele que
se dirigiera a la comisaría de Sant Adrià de Besòs.

e) A las 23:30 horas del día 18 de diciembre de
2003 el Letrado se personó en la comisaría de Sant
Adrià de Besòs, solicitando, bien la inmediata declaración
de las detenidas, bien la interposición de un procedi-
miento de habeas corpus en nombre de éstas, siéndole

denegadas ambas peticiones por los agentes actuantes
(TIP 31247 y 5920).

f) A las 00:10 horas del día 19 de diciembre de
2003, el Letrado compareció en la comisaría de Bada-
lona, a los efectos de dejar constancia de todo lo suce-
dido durante la tarde y la noche del día anterior.

g) El día 19 de diciembre de 2003 el Letrado pre-
sentó ante el Juzgado de Instrucción núm. 3 de Badalona
escrito instando el procedimiento de habeas corpus, en
el que se exponía la situación de ilegítima privación de
libertad que sufrían las ahora demandantes de amparo
desde la tarde del día 18 de diciembre de 2003.

h) El Juzgado de Instrucción núm. 3 de Badalona,
por Auto de 19 de diciembre de 2003, denegó la soli-
citud de incoación del procedimiento de habeas corpus.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda de amparo se invoca en ésta, frente al Auto
recurrido, la lesión del derecho a la libertad (art. 17 CE)
y del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE),
por considerar que el órgano judicial, al inadmitir el pro-
cedimiento de habeas corpus, no ha preservado el dere-
cho a la libertad de las recurrentes en amparo, en su
concreción procesal de acceso al referido procedimiento
para garantizar el control judicial de la corrección de
la detención policial.

a) Con cita de numerosas resoluciones de este Tri-
bunal sobre el procedimiento de habeas corpus y el
alcance del juicio inicial de admisibilidad sobre el mismo
se recuerda en la demanda de amparo que, según rei-
terada doctrina constitucional, la inadmisión liminar de
la petición del procedimiento de habeas corpus sólo es
admisible cuando se incumplan los requisitos formales,
esto es, tanto los presupuestos procesales como los ele-
mentos formales de la solicitud, a los que se refiere el
art. 4 de la Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo, regu-
ladora del procedimiento de habeas corpus (LOHC), de
modo que si se da el presupuesto de la privación de
libertad y se cumplen los requisitos formales para la
admisión a trámite no es lícito denegar la incoación del
habeas corpus. Más concretamente, en los casos en que
la situación de privación de libertad exista, sea real y
efectiva, y cuando no se haya acordado judicialmente,
es preciso efectuar la admisión a trámite del procedi-
miento, no procediendo tampoco la inadmisión cuando
exista duda acerca de la ilegalidad de las circunstancias
de la detención, ya que el enjuiciamiento de la legalidad
de la privación de libertad, en aplicación de lo previsto
en el art. 1 LOHC, debe llevarse a cabo en el juicio de
fondo, previa comparecencia y audiencia del solicitante
y de las demás partes, con la facultad de proponer y,
en su caso, practicar pruebas (art. 7 LOHC), pues si no
quedaría desvirtuado el procedimiento de habeas corpus
(por todas, STC 94/2003, de 19 de mayo).

b) En este caso el Auto que se impugna, como per-
mite apreciar con absoluta nitidez su lectura, no lleva
a cabo un juicio de admisibilidad sobre la concurrencia
de los presupuestos y requisitos formales del procedi-
miento de habeas corpus, sino un verdadero juicio de
fondo sin haber efectuado la comparecencia y audiencia
de las solicitantes y de las demás partes con la posibilidad
de proponer y practicar pruebas, si se considerase nece-
sario y pertinente.

En el escrito de solicitud de incoación del procedi-
miento de habeas corpus, cumpliendo lo dispuesto en
el art. 4 LOHC, se exponía que la tarde del día 18 de
diciembre de 2003 se había privado de libertad a las
ahora demandantes de amparo, encontrándose deteni-
das en la comisaría de los Mossos d’Esquadra de Sant
Adrià de Besòs, y que la detención era ilegal por haberse
llevado a cabo en un domicilio sin tener orden judicial
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de entrada y registro y sin que concurriesen causas obje-
tivas que justificasen la medida de privación de libertad.

Pues bien, a pesar de la doctrina constitucional que
se ha dejado expuesta sobre la forma de proceder en
estos casos, el órgano judicial resolvió sobre el fondo
del asunto inaudita parte, declarando que no se habían
cumplido las formalidades exigidas por la Ley.

Sin embargo, como se acredita con la documentación
de petición de incoación del procedimiento de habeas
corpus, se cumplían todos los presupuestos procesales
y requisitos formales exigidos por la Ley para admitir
a trámite dicho procedimiento, proceder a solicitar la
inmediata audiencia a las partes y, previos los trámites
oportunos, dictar resolución de fondo. Pero, en vez de
actuar de la forma indicada, el órgano judicial ha resuelto
liminarmente sobre el fondo, sin haber llevado a su pre-
sencia a las detenidas para conocer los pormenores de
su detención, así como las injustificadas demoras en
recibirles declaración en presencia de su Letrado.

En consecuencia, de acuerdo con la doctrina cons-
titucional expuesta, la inadmisión liminar en este caso
del procedimiento de habeas corpus, cumpliéndose los
presupuestos y requisitos formales legalmente estable-
cidos, ha supuesto una vulneración de los derechos fun-
damentales invocados.

Concluye el escrito de demanda suplicando del Tri-
bunal Constitucional que, tras los trámites legales opor-
tunos, dicte Sentencia en la que se otorgue el amparo
solicitado y se anule el Auto del Juzgado de Instrucción
núm. 3 de Badalona, de 19 de diciembre de 2003.

4. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, por
providencia de 27 de mayo de 2004, acordó admitir
a trámite la demanda de amparo y, habiendo aportado
la parte recurrente testimonio de las actuaciones corres-
pondientes a las diligencias previas núms. 5265-2003,
dirigir atenta comunicación al Juzgado de Instrucción
núm. 3 de Badalona poniendo en su conocimiento, a
los efectos oportunos, la admisión de la demanda, así
como conceder a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal
un plazo común de veinte días para que presentasen
las alegaciones que estimaren pertinentes, de confor-
midad con lo dispuesto en el art. 52.1 LOTC.

5. La representación procesal de las recurrentes en
amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito registrado en fecha 11 de junio de
2004, en el que ratificó y reiteró las efectuadas en el
escrito de demanda.

6. El Ministerio Fiscal evacuó el trámite de alega-
ciones conferido mediante escrito registrado en fecha
17 de junio de 2004, en el que interesó, con base en
la argumentación que sucintamente se extracta, la esti-
mación de la demanda de amparo.

Tras referirse a los antecedentes fácticos del recurso
y reproducir, con trascripción de las SSTC 232/1999,
208/2000 y 209/2000, la reiterada doctrina constitu-
cional, según la cual en el procedimiento de habeas cor-
pus sólo cabe una resolución de inadmisión a trámite
cuando se incumplan los requisitos formales, pues si
existe una situación previa de privación de libertad no
acordada por la autoridad judicial se impone la apertura
del procedimiento para propiciar una decisión sobre el
fondo, el Ministerio Fiscal considera que en este caso
la aplicación de la reseñada doctrina constitucional ha
de conducir a la estimación del amparo, ya que la deci-
sión relativa a la ilicitud de la detención afectó al fondo
del procedimiento, que el Juzgado anticipó en el trámite
de admisión, impidiendo de esta forma que las recurren-
tes comparecieran ante él, viéndose también imposibi-
litadas de formular alegaciones y de proponer los medios
de prueba que hubieren estimado pertinentes para acre-
ditarlas. En definitiva, concluye el Ministerio Fiscal, el

órgano judicial no ha ejercitado de una manera eficaz
el control sobre la privación de libertad de las deman-
dantes de amparo.

7. Por providencia de 8 de julio de 2004, se señaló
para la deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 12 de julio siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo tiene por objeto
la impugnación del Auto del Juzgado de Instrucción
núm. 3 de Badalona, de 19 de diciembre de 2003, que
denegó la incoación del procedimiento de habeas corpus
que había instado el Letrado de las ahora demandantes
de amparo cuando se encontraban detenidas en la comi-
saría de los Mossos d’Esquadra de Sant Adrià de Besòs,
en el marco de las diligencias policiales núm.
209109-2003 por presunto delito contra la salud pública.

Las recurrentes en amparo imputan al mencionado
Auto la vulneración de los derechos a la libertad
(art. 17 CE) y a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE),
ya que la decisión judicial de inadmisión a trámite de
la solicitud del procedimiento de habeas corpus se basó
en la licitud de la detención policial, lo que implica que
el órgano judicial ha efectuado un juicio anticipado sobre
el fondo de la cuestión planteada, lesivo de los derechos
fundamentales invocados, de acuerdo con una reiterada
doctrina constitucional (SSTC 94/2003, de 19 de mayo,
y 23/2004, de 23 de febrero).

El Ministerio Fiscal se pronuncia a favor de la esti-
mación del recurso de amparo, ya que considera que
el órgano judicial no ha ejercitado en este caso de una
manera eficaz el control que le correspondía sobre la
privación de libertad de las demandantes, pues la deci-
sión liminar de inadmisión con base en la licitud de la
detención policial afectó a la cuestión de fondo suscitada
y ha impedido que las recurrentes en amparo compa-
recieran ante él y pudieran formular las alegaciones y
proponer los medios de prueba que estimaran pertinen-
tes en defensa de sus derechos.

2. Con carácter previo al examen de la queja de
las recurrentes en amparo es preciso delimitar adecua-
damente, ante la invocación conjunta que se hace en
la demanda de los derechos a la libertad (art. 17 CE)
y a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), el derecho
fundamental que, en su caso, pudiera resultar vulnerado
por la resolución judicial impugnada.

En este sentido es necesario recordar, como ante
una situación igual ya se declaró en la STC 94/2003,
de 19 de mayo, que, aun cuando este Tribunal ha seña-
lado en alguna ocasión que el art. 17.4 CE no contiene
propiamente un derecho fundamental, sino una garantía
institucional que resulta de la tutela judicial efectiva en
todas sus vertientes, y que, por tanto, la corrección de
la resolución judicial en esta materia debía ser analizada
conforme a dicho canon, sin embargo, más reciente-
mente, ha reiterado que, en supuestos como el presente,
la perspectiva de examen que debe adoptarse es única
y exclusivamente la de la libertad, puesto que, estando
en juego ese derecho fundamental, la eventual ausencia
de una motivación suficiente y razonable de la decisión
no supondrá sólo un problema de falta de tutela judicial,
propio del ámbito del art. 24.1 CE, sino propiamente
una cuestión que afecta al derecho a la libertad personal,
en cuanto que la suficiencia o razonabilidad de una reso-
lución judicial relativa a la garantía constitucional del
procedimiento de habeas corpus, prevista en el art. 17.4
CE, forma parte de la propia garantía. Conclusión que,
por otra parte, este Tribunal ya había mantenido, al afir-
mar que la invocación de la lesión de la tutela judicial
efectiva en el marco de la resolución de un procedimiento
de habeas corpus resulta redundante con la del art. 17,
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apartados 1 y 4 CE, pues aquélla supondría el incum-
plimiento por el órgano judicial de lo previsto en el art.
17.4 CE y, por tanto, la lesión del derecho a la libertad
del art. 17.1 CE (FJ 2).

3. En relación con la cuestión de fondo suscitada
este Tribunal ya ha tenido ocasión de pronunciarse en
reiteradas ocasiones sobre el reconocimiento constitu-
cional del procedimiento de habeas corpus en el art.
17.4 CE, como garantía fundamental del derecho a la
libertad, y en qué medida puede verse vulnerado por
resoluciones judiciales de inadmisión a trámite de la soli-
citud de habeas corpus, generando una consolidada doc-
trina, recogida más recientemente en las SSTC 94/2003,
de 19 de mayo (FJ 3), y 23/2004, de 23 de febrero
(FJ 5), que puede resumirse, a los efectos que a este
recurso de amparo interesan, en los siguientes puntos:

a) El procedimiento de habeas corpus, previsto en
el inciso primero del art. 17.4 CE, y desarrollado por
la Ley Orgánica 6/1984, de 6 de mayo (LOHC), supone
una garantía reforzada del derecho a la libertad para
la defensa de los demás derechos sustantivos estable-
cidos en el resto de los apartados del artículo 17 de
la Constitución, cuyo fin es posibilitar el control judicial
a posteriori de la legalidad y de las condiciones en las
cuales se desarrollan las situaciones de privación de liber-
tad no acordadas judicialmente mediante la puesta a
disposición judicial de toda persona que se considere
está privada de libertad ilegalmente.

b) El procedimiento de habeas corpus, aun siendo
un proceso ágil y sencillo, de cognición limitada, no pue-
de verse reducido en su calidad o intensidad, por lo
que es necesario que el control judicial de las privaciones
de libertad que se realicen a su amparo sea plenamente
efectivo. De lo contrario la actividad judicial no sería
un verdadero control, sino un mero expediente ritual
o de carácter simbólico, lo cual, a su vez, implicaría un
menoscabo en la eficacia de los derechos fundamentales
y, en concreto, de la libertad.

c) De acuerdo con la específica naturaleza y fina-
lidad constitucional de este procedimiento, y teniendo
en cuenta su configuración legal, adquiere especial rele-
vancia la distinción, explícitamente prevista en los arts.
6 y 8 LOHC, entre el juicio de admisibilidad y el juicio
de fondo sobre la licitud de la detención objeto de denun-
cia. Y ello porque, en el trámite de admisión, no se pro-
duce la puesta a disposición judicial de la persona cuya
privación de libertad se reputa ilegal, tal y como pretende
el art. 17.4 CE, ya que la comparecencia ante el Juez
de dicha persona sólo se produce, de acuerdo con el
párrafo 1 del art. 7 LOHC, una vez que el Juez ha decidido
la admisión a trámite mediante el Auto de incoación.

d) De ese modo, aun cuando la Ley Orgánica regu-
ladora del procedimiento de habeas corpus permita rea-
lizar un juicio de admisibilidad previo sobre la concurren-
cia de los requisitos para su tramitación, posibilitando
denegar la incoación del procedimiento, previo dictamen
del Ministerio Fiscal, la legitimidad constitucional de tal
resolución liminar debe reducirse a los supuestos en los
cuales se incumplan los requisitos formales (tanto los
presupuestos procesales como los elementos formales
de la solicitud) a los que se refiere el art. 4 LOHC. Por
ello, si se da el presupuesto de la privación de libertad
y se cumplen los requisitos formales para la admisión
a trámite, no es lícito denegar la incoación del habeas
corpus. Ahora bien, este Tribunal ha admitido el rechazo
liminar en supuestos en los cuales no se daba el pre-
supuesto de privación de libertad o de falta de com-
petencia del órgano judicial.

e) Por ello, en los casos en los cuales la situación
de privación de libertad exista (requisito que, junto con
los exigidos en el art. 4 de la Ley Orgánica 6/1984,
es preciso cumplir para poder solicitar la incoación de

este procedimiento), si hay alguna duda en cuanto a
la legalidad de las circunstancias de ésta, no procede
acordar la inadmisión, sino examinar dichas circunstan-
cias, ya que el enjuiciamiento de la legalidad de la pri-
vación de libertad, en aplicación de lo previsto en el
art. 1 LOHC, debe llevarse a cabo en el juicio de fondo,
previa comparecencia y audiencia del solicitante y demás
partes, con la facultad de proponer y, en su caso, prac-
ticar pruebas, según dispone el art. 7 LOHC, pues, en
otro caso, quedaría desvirtuado el procedimiento de
habeas corpus. De ese modo no es posible fundamentar
la improcedencia de la inadmisión de este procedimiento
cuando ésta se funda en la afirmación de que el recurren-
te no se encontraba ilícitamente privado de libertad, pre-
cisamente porque el contenido propio de la pretensión
formulada en el habeas corpus es el de determinar la
licitud o ilicitud de dicha privación.

f) Por lo que respecta a la existencia de una situación
de privación de libertad, como presupuesto para la admi-
sibilidad del habeas corpus, se ha reiterado que debe
cumplirse una doble exigencia. Por un lado, que la situa-
ción de privación de libertad sea real y efectiva, ya que,
si no ha llegado a existir tal situación, las reparaciones
que pudieran proceder han de buscarse por las vías juris-
diccionales adecuadas, de tal modo que «cuando el
recurrente no se encuentra privado de libertad, la misma
podía ser denegada de modo preliminar, en virtud de
lo dispuesto en el art. 6 de la Ley Orgánica 6/1984,
puesto que en tales condiciones no procedía incoar el
procedimiento». Y, por otra parte, que la situación de
privación de libertad no haya sido acordada judicialmen-
te, ya que sólo en estos supuestos tendría sentido la
garantía que instaura el art. 17.4 CE de control judicial
de la privación de libertad, de modo que es plenamente
admisible el rechazo liminar de la solicitud de habeas
corpus contra situaciones de privación de libertad acor-
dadas judicialmente. En tal sentido este Tribunal ya ha
afirmado que tienen el carácter de situaciones de pri-
vación de libertad no acordadas judicialmente y, por tan-
to, que con independencia de su legalidad no pueden
ser objeto de rechazo liminar las solicitudes de habeas
corpus dirigidas contra ellas, las detenciones policiales,
las detenciones impuestas en materia de extranjería o
las sanciones de arresto domiciliario impuestas en expe-
dientes disciplinarios por las autoridades militares.

En conclusión, la inadmisión liminar de un procedi-
miento de habeas corpus basada en la legalidad de la
situación de privación de libertad supone, en sí misma,
una vulneración del art. 17.4 CE, al implicar una reso-
lución sobre el fondo que sólo puede realizarse una vez
sustanciado el procedimiento. Los únicos motivos legí-
timos para inadmitir un procedimiento de habeas corpus
serán los basados, bien en la falta del presupuesto mismo
de la situación de privación de libertad, bien en la no
concurrencia de sus requisitos formales.

4. En el presente caso, según resulta del examen
de las actuaciones judiciales, el Letrado de las deman-
dantes de amparo, que se encontraban detenidas en
la comisaría de los Mossos d’Esquadra de Sant Adrià
de Besòs desde la tarde del día 18 de diciembre de
2003 por un supuesto delito contra la salud pública,
instó el día 19 siguiente procedimiento de habeas corpus
al considerar irregular e ilegal su detención policial. En
este sentido, a los efectos que al presente recurso de
amparo interesan, adujo, en síntesis, con cobertura en
el art. 1 a) LOHC, que la detención se había producido
con ocasión de la entrada en un domicilio sin que exis-
tiera orden judicial de entrada y registro, no concurriendo
además causa objetiva alguna que justificase la privación
de libertad. Con carácter subsidiario, de no apreciarse
la concurrencia del requisito establecido en el art. 1 a)
LOHC, solicitó, al amparo del art. 1 c) LOHC, que se
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iniciase el procedimiento de habeas corpus si con pos-
terioridad a que se les tomase declaración en la comisaría
no fueran puestas inmediatamente en libertad o a dis-
posición de la autoridad judicial, pues entendía que la
declaración en sede policial constituía la última diligencia
de investigación oportuna para el esclarecimiento de los
hechos, resultando, por tanto, innecesaria la prolonga-
ción del periodo de detención.

El órgano judicial, examinado el atestado policial y
previa audiencia del Ministerio Fiscal, denegó la incoa-
ción del procedimiento de habeas corpus por Auto de
19 de diciembre de 2003. Se argumenta al respecto
en el referido Auto que «del contenido de la solicitud,
no resultan acreditados, ni por las circunstancias ni por
los motivos de la privación de libertad alegados, la con-
currencia de los elementos que el art. 1 de la L.O. 6
de 24 de mayo, incluye en la conceptuación de la ile-
galidad de una detención, ya que no consta que se hayan
incumplido ninguna de las formalidades legales exigidas
por la Ley de aplicación, y la alegación de inocencia,
no es causa de admisión e incoación del procedimiento
solicitado, sino que corresponde a la normal instrucción
del proceso, no pudiendo ser alterado el juicio sobre
la criminalidad mediante la solicitud de este proceso,
que como se ha dicho tan sólo debe velar por la legalidad
y regularidad de la detención y de la forma y lugar como
se realiza, razón por la cual es procedente denegarla,
de conformidad con los artículos 1 y 6 de la norma
citada» (razonamiento jurídico primero). En consecuencia
el órgano judicial concluye que procede denegar la incoa-
ción del procedimiento de habeas corpus al haberse
«cumplido los requisitos legales de la detención, dado
que se procede en virtud de un delito perseguible de
oficio, la detención ha sido efectuada por agentes de
la autoridad, las detenidas están en las dependencias
policiales que corresponde, y han sido informadas de
sus derechos» (razonamiento jurídico tercero).

5. La lectura de los razonamientos transcritos del
Auto impugnado pone de manifiesto con absoluta nitidez
que el órgano judicial denegó en este caso la incoación
de procedimiento de habeas corpus, no porque la soli-
citud careciese de los requisitos formales (presupuestos
procesales y elementos formales de la solicitud a los
que se refiere el art. 4 LOHC), ni porque no concurriera
el presupuesto fáctico de una real y efectiva situación
de privación de libertad, sino, como con acierto aduce
el Ministerio Fiscal, con base en consideraciones sobre
la legalidad de la detención policial de las demandantes
de amparo, al entender que no se encontraban ilegal
ni ilícitamente privadas de libertad por concurrir los requi-
sitos legales para su detención.

Ha de concluirse, pues, de conformidad con la doc-
trina constitucional de la que antes se ha dejado cons-
tancia, que el órgano judicial, al denegar la incoación
del procedimiento de habeas corpus con base en con-
sideraciones sobre la legalidad de la situación de pri-
vación de libertad de las demandantes de amparo, ha
desconocido la garantía específica del art. 17.4 CE, al
anticipar el examen de fondo en el trámite de admisión,
impidiendo así que las ahora recurrentes en amparo com-
parecieran ante el Juez e imposibilitando que formularan
alegaciones y que propusieran los medios de prueba
pertinentes para acreditarlas. En definitiva, el órgano judi-
cial no ejerció de forma eficaz su función de control
de la privación de libertad, de acuerdo con la naturaleza
y función constitucional del procedimiento de habeas
corpus.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo presentada por doña
Isabel Carrillo Carrillo y doña Jessica Blázquez López
y, en su virtud:

1.o Declarar vulnerado el derecho de las recurrentes
en amparo a la libertad personal (art. 17.4 CE).

2.o Restablecerlas en su derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad del Auto del Juzgado de Instrucción núm. 3
de Badalona, de 19 de diciembre de 2003, recaído en
la diligencias previas núm. 5265-2003.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de julio de dos mil cua-
tro.—Guillermo Jiménez Sánchez—Vicente Conde Martín
de Hijas.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Ra-
món Rodríguez Arribas.—Pascual Sala Sánchez.—Firma-
do y rubricado.

14861 Sala Primera. Sentencia 123/2004, de 13 de
ju l io de 2004. Recurso de amparo
1606/1999. Promovido por doña Pilar Vaque-
rizo y otros frente al Auto de la Sala de lo
Militar del Tribunal Supremo que denegó la
autorización para interponer recurso de revi-
sión contra la Sentencia del Consejo de Guerra
que había condenado a muerte a don Fran-
cisco Granado Gata y don Joaquín Delgado
Martínez.

Vulneración del derecho a la prueba: dene-
gación irrazonable de la práctica de pruebas
pertinentes para esclaracer la verdad de los
hechos en aras de la justicia, fundamento del
recurso de revisión penal. Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta,
don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-Calvo y
Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don Manuel
Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magistrados,
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1606/99, promovido
por doña Pilar Vaquerizo, don Francisco Delgado y doña
Françoise Delgado, representados por la Procuradora de
los Tribunales doña Ana Lobera Argüelles y asistidos
por el Abogado don Francisco García Cediel, contra Auto
de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo de 3 de
marzo de 1999, por el que se acuerda denegar la auto-
rización para interponer recurso extraordinario de revi-
sión de la Sentencia dictada por el Consejo de Guerra
que vio y falló la causa núm. 1118/63, el 13 de agosto
de 1963, en relación con las condenas a pena de muerte
que en dicha Sentencia fueron impuestas a don Fran-
cisco Granado Gata y don Joaquín Delgado Martínez.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el


